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Resumen: Este artículo recoge la creciente tendencia en favor de los datos abiertos generados por las administraciones 
públicas y aborda su reutilización mediante el uso de licencias-tipo. Tras exponer algunas propuestas internacionales de 
apertura de datos, se examina la incidencia en España a través del marco legislativo actual y algunas de las principales 
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continuación se analiza la regulación normativa de la reutilización de datos mediante el uso de licencias-tipo y se reflexiona 
sobre su aplicación al caso español. Se constata que las licencias Creative Commons se adaptan a la legislación española 
vigente porque contemplan todas las modalidades de difusión y explotación recogidas en la misma, lo que hace su uso 
recomendable.
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INTRODUCCIÓN
En la actualidad asistimos a una fuerte tendencia 
internacional acerca de la apertura de datos (da-
tos abiertos) generados por las administraciones 
públicas, que obedece no solo a la irrupción de las 
nuevas tecnologías de la información y la comu-
nicación, sino también a un mandato ciudadano 
específico de mayor participación, transparencia, 
democratización y eficiencia económica. Esta nue-
va corriente se denomina gobierno abierto (open 
government), e implica un paso más sobre lo que 
era conocido como gobierno electrónico.
En la abundante literatura existente, sin áni-
mo exhaustivo, es posible citar algunos estudios 
referentes en esta área que abordan la temática 
desde diferentes perspectivas, desde la politológi-
ca hasta la tecnológica, inherente a la reutilización 
de datos. Lathrop y Ruma (2010) dirigen una re-
copilación muy completa de los principales temas 
relacionados con el concepto de gobierno abierto. 
Janssen y otros (2012) inciden en la falsedad de 
ciertos lugares comunes que rodean a estos con-
ceptos y señalan el camino que las políticas de da-
tos abiertos deben seguir para hacer real el ideal 
de un gobierno abierto. En la misma línea traba-
jan Davies y Bawa (2012), que basándose en las 
experiencias prácticas de datos gubernamentales 
abiertos de los últimos diez años, reflexionan sobre 
buenas y malas prácticas, así como los riesgos que 
nos acechan. Yu y Robinson (2012) advierten so-
bre el peligro que encierra centrar el debate sobre 
los aspectos meramente tecnológicos en detrimen-
to de las políticas de datos abiertos y la rendición 
de cuentas de las administraciones públicas. Por 
último, desde un enfoque más tecnológico desta-
can las aportaciones de Shadbolt y otros (2012) 
y Kalampokis y otros (2011) acerca de los linked 
open government data, que permiten que diferen-
tes fuentes de datos aparezcan interconectadas y 
disponibles para su obtención y análisis.
Un aspecto esencial relacionado con los datos 
abiertos es el régimen legal que regula su acceso 
y las condiciones de reutilización, para lo que es 
decisivo el licenciamiento de uso. Desde el ámbito 
académico apenas hay estudios monográficos es-
pecializados al respecto, aunque sí pueden encon-
trarse numerosas menciones en España, como las 
que realizan Ferrer-Sapena y otros (2011) en su 
artículo sobre el acceso a los datos públicos; las 
de Ferrer-Sapena y Peset (2012) acerca de la re-
utilización de datos culturales o las que Ramos Si-
món y otros (2012) aportan en su estudio sobre los 
portales de datos europeos. Adicionalmente, desde 
ámbitos institucionales se proporcionan guías y re-
comendaciones. Entre ellas, la más destacada es la 
Licensing Open Data: A Practical Guide para el Hig-
her Education Funding Council for England (Korn 
y Oppenehim, 2011). También son reseñables la 
Guide to Open Data Licensing (Open Knowledge 
Foundation, s. f.) y las directrices emanadas de la 
Agenda Digital Europea (Comisión Europea, 2010).
Este artículo pretende llenar ese hueco dejado 
por la falta de aportaciones sistemáticas dedicadas 
al uso de licencias para la reutilización de datos, 
centrando principalmente su objeto de estudio en 
la Administración Pública en España. En primer lu-
gar, se presenta el contexto genérico en el que se 
enmarca el análisis. Para ello, tras una breve expli-
cación de los conceptos clave, se constata la actual 
tendencia internacional a la apertura de datos (da-
tos abiertos) generados por las administraciones 
públicas y se expone la relación existente con el 
acceso abierto, tal y como revela el ámbito de la 
investigación científica. Posteriormente, se realiza 
una revisión de la experiencia española, tanto des-
de el punto de vista normativo como en su pues-
ta en práctica. Con ese fin, se observa el conteni-
do jurídico comunitario y español aplicable sobre 
reutilización de la información del sector público. 
Adicionalmente, se recoge la valoración de algu-
nas iniciativas que las administraciones han puesto 
en marcha para la difusión y reutilización de da-
tos abiertos. La última parte se centra en el papel 
fundamental que desempeña el uso de licencias-
tipo para la reutilización de datos. Así, tras poner 
de manifiesto su creciente uso en los portales de 
datos abiertos, se señalan las principales caracte-
rísticas de las dos más usadas, Creative Commons 
(CC) y Open Data Commons (ODC). Finalmente, 
se reflexiona acerca de la posible aplicación de las 
licencias CC a la información puesta a disposición 
de los ciudadanos en los portales de datos abier-
tos, extrayendo sus distintas modalidades, y com-
parando las posibilidades que ofrecen.
1. CONTEXTO Y CONCEPTOS BÁSICOS.  
GOBIERNO ABIERTO. DATOS ABIERTOS
El gobierno abierto se presenta como una corrien-
te cada vez más extendida basada en los tres pila-
res de transparencia, participación y colaboración. 
Aboga por un modelo de democracia más partici-
pativo, un paso más allá del gobierno electrónico 
en cuanto que supera el aspecto meramente ins-
trumental que suponen las nuevas tecnologías de 
la información y la comunicación (TIC) y fomenta 
la máxima transparencia de la información guber-
namental, así como la apertura a la participación 
y colaboración ciudadanas de todos los procesos 
de decisión y control. Su punto de partida es la 
creación de un mercado libre de datos públicos ge-
nerados por los entes institucionales, que puede 
ser consultado y utilizado por cualquier ciudadano. 
La oportunidad de este nuevo espacio de libre 
intercambio de información se cimienta sobre 
una nueva sociedad colectiva de manera com-
plementaria a la tradicional y mucho más cerca-
na, que puede tener una implicación más prácti-
ca y real en la toma de decisiones, en el diseño 
de las políticas públicas, así como en el control 
social. Por lo tanto, para hablar de la existencia 
de un gobierno abierto, es condición necesaria 
e imprescindible que se cumplan dos requisitos. 
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Por un lado, el acceso libre, abierto y gratuito a 
los datos y a toda información relacionada (open 
data). En segundo lugar, que haya una libertad y 
los mecanismos necesarios para la participación 
y acción de los ciudadanos (open action) (Coro-
jan y Campos, 2011).
Otro concepto íntimamente ligado con el de go-
bierno abierto es el de democracia cognitiva, usa-
do, entre otros, por Johnson (2012). Según este 
autor, las plataformas de datos abiertos pueden 
atraer a personas interesadas en la solución de 
problemas complejos. La participación en su reso-
lución puede provenir de ciudadanos voluntarios. 
El primer beneficiado será el propio Gobierno, ya 
que obtendrá mejores ideas, procedentes muchas 
veces de especialistas. Evidentemente, los princi-
pios de la democracia cognitiva señalan que se en-
cuentran mejores soluciones cuando se amplía la 
densidad y diversidad de las mentes dedicadas a la 
resolución de problemas (inteligencia colectiva) y 
se cuenta con las herramientas adecuadas.
Por otro lado, este tipo de iniciativas también me-
jora la calidad de la democracia, ya que disminuye 
la distancia entre los políticos, administradores y 
administrados y aumenta el número de ciudadanos 
implicados en tales procesos. El resultado final es-
perado es el aumento del compromiso, de la parti-
cipación ciudadana y una mayor conciencia acerca 
de los servicios que proporcionan los Estados y los 
desafíos a los que se enfrentan (Johnson, 2012).
La llave maestra de esta concepción de gobierno 
es el acceso a los datos producidos por la Adminis-
tración en el desarrollo de las actividades que le 
son propias. Dicho acceso se produce fundamen-
talmente a través de internet, pero no consiste 
simplemente en la posibilidad de consultar sitios o 
páginas web, sino un paso más, como es el obtener 
los datos proporcionados por la misma Adminis-
tración, que han sido previamente estructurados y 
codificados de modo que sean reutilizables por los 
usuarios que accedan a ellos. 
A estos datos se les denomina open data o da-
tos abiertos. Según la Wikipedia (2013b), se en-
tienden como “una filosofía y práctica que persi-
gue que determinados datos estén disponibles de 
forma libre a todo el mundo, sin restricciones de 
copyright, patentes u otros mecanismos de con-
trol. Tiene una ética similar a otros movimientos 
y comunidades abiertos como el software libre, el 
código abierto (open source en inglés) y el acceso 
libre (open access en inglés)”.
Por tanto, los datos abiertos se establecen como 
información publicada de acuerdo a una serie de 
características que facilitan su acceso y favorecen 
su reutilización. Así, han de cumplir los siguientes 
criterios (Sunlight Foundation, 2010):
a) Datos completos, en el sentido de que sean ín-
tegros y completos, sin que medie un filtrado 
previo por la autoridad competente.
b) Datos primarios, o lo que es lo mismo, que pro-
vengan de una fuente primara (raw data).
c) Datos accesibles.
d) Datos proporcionados a tiempo, de forma inme-
diata o cuasi inmediata.
e) Datos procesables. Esto significa que deben es-
tar estructurados para que puedan ser procesa-
dos por ordenador.
f) Datos no discriminatorios, disponibles para cual-
quiera sin necesidad de registro.
g) Formatos no propietarios, de modo que no estén 
asociados a alguna entidad o requieran algún 
tipo de herramienta propietaria para su uso.
h) Datos de licenciamiento libre, no sujetos a nin-
gún tipo de copyright, patente u otro tipo de 
derecho, o con un conjunto de restricciones 
flexibles y configurables, como sucede con las 
licencias-tipo.
i) Que incluyan tanto al sector público como al 
privado.
2. TENDENCIA INTERNACIONAL A LA APERTURA 
DE DATOS
La tendencia internacional hacia la apertura de 
datos parece imparable. Así lo demuestra que 
65 países formen parte del Open Government 
Partnership (Alianza para el Gobierno Abierto), 
creado en 2011 para fomentar, orientar y eva-
luar el compromiso real por parte de cada Esta-
do participante con la implementación de medi-
das, reformas y prácticas de gobierno abierto, 
desarrolladas conjuntamente con su respectiva 
sociedad civil. 
Existe un amplio consenso en sociedades de mu-
chos países en que los potenciales beneficios de 
esta apertura son múltiples y se derivan, principal-
mente, de:
a) La participación y la colaboración ciudadana.
b) La posibilidad de monitorización y readaptación 
de políticas públicas.
c) Las nuevas oportunidades de empleo asociadas 
a modelos de negocio innovadores.
Una breve mención a algunos casos destacados 
ilustra el impulso internacional realizado desde di-
ferentes gobiernos, que ha significado una referen-
cia positiva para otros. Tras la llegada de Obama 
al poder en Estados Unidos, proclamó el célebre 
Memorándum de Transparencia y Gobierno Abierto 
(Obama, 2009), en el que fijaba los tres principios 
de transparencia, participación pública y colabo-
ración. La materialización de los mismos vino de 
la mano del lanzamiento en mayo de 2009 de la 
plataforma Data.gov.uk, constituida como punto 
de acceso a los datos generados por el Gobierno 
Federal. A partir de esta plataforma se han crea-
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do otras aplicaciones más especializadas, como 
usasearch.gov10 y usaspending.gov. Esta últi-
ma es muy significativa porque publica información 
altamente sensible sobre gestión financiera, recur-
sos humanos o cualquier otro aspecto que pueda 
ser indicador de cómo mejorar las políticas y las 
prácticas de la Administración.
Otras experiencias notables se están desarro-
llando en Australia, que además de adoptarlo de 
manera pionera y poner a disposición de sus usua-
rios el portal data.australia.gov.au., exige a las 
instituciones planes específicos de acción para re-
ducir las barreras de acceso online a la información 
y desarrollar proyectos colaborativos con el doble 
fin de que, por un lado, los ciudadanos puedan in-
tervenir activamente en la forma en la que desa-
rrollan las políticas públicas y se prestan los servi-
cios públicos y, por otro, las administraciones y los 
empleados públicos puedan ser más innovadores, 
receptivos e interactivos a partir de las demandas 
y contribuciones ciudadanas que reciben (AlAnazi 
y Chatfield, 2012). Mientras, siguiendo un esque-
ma similar, Nueva Zelanda cuenta con los portales 
cat.open.org.nz y data.govt.nz, donde se han 
de volcar, de manera proactiva y sin limitaciones, 
los datos e informaciones gubernamentales que 
gestionan en nombre de la ciudadanía a quien, de 
manera efectiva, pertenecen.
En el ámbito comunitario, uno de los países que 
está realizando sólidos esfuerzos en este tipo de 
políticas es el Reino Unido. Desde finales de los 
años noventa han sido múltiples las iniciativas de-
sarrolladas, pero no cristalizan de forma definitiva 
hasta el año 2009, cuando el Gobierno de Gordon 
Brown impulsa las políticas de gobierno abierto 
con la promulgación del plan Putting the Frontli-
ne First: Smarter Government (HM Government, 
2009). Y más concretamente, respecto a la aper-
tura de los datos sobre la actividad gubernamen-
tal, el Open Source, Open Standards and ReUse: 
Government Action Plan (Cabinet Office, 2010), 
en el que se detallan estándares para la reutiliza-
ción de datos, así como se establecen criterios de 
contratación, compra y utilización de determina-
dos softwares en el sector público. En la actuali-
dad, el Gobierno británico ofrecen en el sitio data.
gov.uk, casi 22.000 data sets publicados.
También son interesantes los pasos dados por 
Finlandia, que según la OCDE (2004) es uno de 
los países que mejor ha aprovechado las posibili-
dades de las TIC para mejorar su economía y pro-
ceder a reformar el sector público. Es posible se-
ñalar como hitos más importantes el portal data.
soumi.fi y la plataforma Hare, dirigida tanto a 
las autoridades como a los servicios públicos de 
información a los ciudadanos.
Por último, la aplicación de las estadísticas y los 
estudios econométricos al mundo de los datos abier-
tos incluye también a las organizaciones internacio-
nales. Sirvan de ejemplo el acceso facilitado por el 
Banco Mundial a indicadores y datos de desarrollo 
de diferentes países (World Bank Open Data) y a 
portales de datos abiertos (Open Data Essentials), 
donde se hace eco de los beneficios derivados de 
estas prácticas, principios rectores, posibles aplica-
ciones, recursos para el aprendizaje o la asistencia 
técnica, así como la versión beta del portal de la 
Comisión Europea (open-data.europa.eu), lanza-
da en 2012, que cuenta ya con casi 8600 datasets 
accesibles.
3. RELACIÓN ENTRE DATOS ABIERTOS Y 
ACCESO ABIERTO
La iniciativa de datos abiertos comparte filosofía 
con otras como la de acceso abierto. Esta última 
nace en 2002 con la Budapest Open Access Initiati-
ve, y toma carta de naturaleza al año siguiente con 
la Berlin Declaration on Open Access to Knowledge 
in the Sciences and Humanities. En ella no se habla 
únicamente del acceso al contenido de las publi-
caciones, sino también de la posibilidad de hacer 
copias, distribuirlas y hacer obras derivadas me-
diante la concesión de las licencias oportunas.
Desde entonces se han multiplicado los proyec-
tos y las manifestaciones de apoyo a este tipo de 
proyectos, tanto desde el punto de vista interna-
cional como nacional, y fundamentalmente desde 
una perspectiva gubernamental. Su punto de parti-
da es hacer accesible de modo gratuito, completo e 
inmediato a la comunidad científica en particular, y 
a la ciudadanía en general, los resultados genera-
dos en los procesos de investigación, en gran parte 
financiados por fondos públicos. Con ello se busca 
cambiar el ecosistema de la comunicación cientí-
fica, que hasta hace bien poco tenía como princi-
pales actores de difusión a las revistas científicas 
gestionadas por entidades privadas con ánimo de 
lucro. Como muestra, el pronunciamiento de la Co-
misión Europea a través de su Programa Horizon 
2020, en el que explícitamente obliga a todos los 
proyectos que financie a ofrecer sus resultados, 
bien en revistas de acceso abierto, bien en reposi-
torios institucionales.
Para el logro de este objetivo se han seguido dos 
vías, la denominada “dorada” (gold) y la “verde” 
(green). La primera se refiere a las revistas que 
ofrecen en acceso abierto y sin ningún tipo de cor-
tapisa sus artículos y notas de investigación desde 
el mismo momento de su publicación. Cada vez 
son más las publicaciones académicas que abrazan 
este modelo, y que han dado lugar a proyectos tan 
consolidados como las revistas digitales de PLOS 
(Public Library of Science), que centrado en sus 
inicios en las disciplinas biomédicas, extendió con 
gran éxito su ámbito de actuación a otros campos 
con la multidisciplinar PLOS One, la revista digital 
más grande del mundo (megajournal), que según 
datos recientes de Journal Citation Reports publi-
có 20503 artículos durante el período 2010-20111. 
Otro dato que sustenta esta afirmación es el incre-
mento espectacular experimentado por el número 
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de revistas que integran DOAJ (Directory of Open 
Access Journals), que de 4177 revistas en 2009 ha 
pasado a 10350 en la actualidad.
Por su lado, la vía “verde” permite el acceso a los 
contenidos a través de repositorios institucionales 
que recogen en acceso abierto los resultados de 
las investigaciones de sus investigadores unos me-
ses después de su publicación. Dicho período varía, 
pero lo más corriente es que los artículos de cien-
cias experimentales, aplicadas o naturales tengan 
un período de embargo de seis meses, mientras 
que se suele establecer en doce para los de cien-
cias sociales y humanidades. 
En los últimos años asistimos a una profundización 
del movimiento de acceso abierto que entronca, pre-
cisamente, con el de datos abiertos. La premisa es 
que los datos de investigación no pueden separarse 
del resto de contenidos de una publicación. Así lo 
advierten Sitek y Bertelmann (2014), que recogen 
una iniciativa reciente y realmente estimulante, la 
de la Royal Society en su informe Science as an 
open enterprise, en el que se aboga por que no solo 
la literatura científica esté disponible en línea, sino 
también los datos de investigación que genera, que 
deben ofrecerse de modo estructurado e interope-
rable (Boulton, 2012).
4. MARCO NORMATIVO DE LA REUTILIZA-
CIÓN DE LOS DATOS PÚBLICOS EN ESPAÑA
La normativa en España viene determinada tanto 
por la legislación nacional como por la comunitaria. 
4.1. Legislación comunitaria
El punto de partida de la legislación comunitaria 
lo constituye la Directiva 2003/98/CE relativa a la 
reutilización de la información en el sector público. 
Como recoge datos.gob.es (2011), en ella se pro-
ponen cuatro medidas principales: 
a) Que todos los documentos difundidos por orga-
nismos públicos puedan reutilizarse para fines 
comerciales y no comerciales, salvo que estén 
sujetos a restricciones derivadas de la norma-
tiva de acceso.
b) La obligación de ofrecer los datos en formatos 
legibles mediante máquinas para garantizar su 
efectiva reutilización.
c) La extensión del ámbito de aplicación de la di-
rectiva, de forma que acoja también a las bi-
bliotecas, los museos y los archivos.
d) La implantación de un modelo de costes mar-
ginales, salvo excepciones justificadas, para el 
acceso a los datos públicos.
En la Directiva 2013/37/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 26 de junio de 2013, por la 
que se modifica la Directiva 2003/98/CE relativa a la 
reutilización de la información del sector público, se-
gún Gallo (2013), los aspectos más novedosos son: 
a) La clarificación del ámbito de aplicación, por 
lo que no se aplicará a documentos no rela-
cionados con la actividad administrativa o a 
aquellos que entren de lleno en el terreno de 
la confidencialidad comercial. Otros ámbitos 
no aplicables serán aquellos cuyo acceso esté 
limitado por regímenes especiales como pue-
den ser los afectados por el derecho a la pro-
tección de datos o los creados por instituciones 
culturales, con la excepción de las bibliotecas, 
archivos y museos.
b) Se introduce la posibilidad de interponer recur-
sos sobre decisiones de reutilización ante órga-
nos de revisión imparcial.
c) Se apela a los Estados para que creen herra-
mientas para la búsqueda de documentos re-
utilizables. También se redefine el período por 
el que se pueden otorgar derechos exclusivos 
relacionados con la digitalización de recursos 
culturales.
d) Cabe señalar como novedad destacada que los 
Estados deberán presentar a la Comisión, cada 
tres años, un informe sobre la disponibilidad de 
información del sector público para reutiliza-
ción, las condiciones que rigen su disponibilidad 
y las prácticas en materia de recurso.
También pueden citarse otros documentos im-
portantes de carácter no legislativo:
a) Una comunicación sobre datos abiertos (Comi-
sión Europea, 2011a).
b) Un estudio de impacto que acompaña a la pro-
puesta de revisión de la anterior directiva (Co-
misión Europea, 2011b).
c) La decisión de la Comisión sobre reutilización de 
los documentos generados y conservados por 
dicha institución (2011c).
4.2. Legislación española
4.2.1. LRISP (Ley 37/2007 sobre Reutiliza-
ción de la Información del Sector Público)
La adaptación al ordenamiento jurídico español 
de la Directiva 2003/98/CE se produce mediante 
la LRISP. En ella extiende el marco de aplicación 
a todas las administraciones públicas. Además, 
define como “reutilización” “el uso de documentos 
que obran en poder de las administraciones y or-
ganismos del sector público, por personas físicas o 
jurídicas, con fines comerciales o no comerciales, 
siempre que dicho uso no constituya una activi-
dad administrativa pública. Queda excluido de este 
concepto el intercambio de documentos entre ad-
ministraciones y organismos del sector público en 
el ejercicio de las funciones públicas que tengan 
atribuidas” (BOE, 2007).
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A continuación, define “documento” como “toda 
información cualquiera que sea su soporte material 
o electrónico, así como su forma de expresión grá-
fica, sonora o en imagen utilizada. A estos efectos 
no se considerarán documentos los programas in-
formáticos que estén protegidos por la legislación 
específica aplicable a los mismos” (BOE, 2007). 
Ferrer-Sapena y Sánchez-Pérez (2013) afirman 
que “cuando se usa el término open data se suele 
entender como la apertura de datos digitales, pero 
en este concepto también tiene cabida la de datos 
en documentos impresos. Hay una enorme canti-
dad de datos depositados en archivos y bibliotecas, 
que se han construido gracias a los impuestos de 
los ciudadanos, que están sin digitalizar”.
Las consecuencias de esta definición son de 
gran alcance, ya que incluyen desde datos prima-
rios hasta publicaciones, por lo que la aplicación 
a las mismas del concepto de reutilización genera 
muchas incertidumbres que a día de hoy no han 
sido solventadas.
Por tanto, el término “información” incluye toda 
la tipología documental posible, independiente-
mente de su forma de expresión. Se trata, por 
tanto, de un concepto amplio, pero la legislación 
española no lo acota más.
Otro aspecto relevante son los documentos que 
según esta ley quedan excluidos de reutilización. 
A ese fin, se mencionan expresamente aquellos 
documentos que tienen derechos de propiedad 
intelectual:
a) De procedimientos administrativos en curso.
b) Que afecten a la defensa nacional.
c) Ajenos a la función de servicio público.
d) Con derechos de propiedad intelectual o in-
dustrial.
e) De radiodifusión sonora o televisiva.
f) De instituciones culturales, educativas y de in-
vestigación.
Quedan también recogidos en la ley la posibilidad 
del cobro de tasas y precios públicos, el procedi-
miento de tramitación de solicitudes de reutiliza-
ción y el régimen sancionador. Sin embargo, los 
aspectos más interesantes son el establecimiento 
de modalidades de puesta a disposición, las condi-
ciones que deben cumplir las licencias y la prohibi-
ción de acuerdos exclusivos.
4.2.2. RDRISP (Real Decreto 1495/2011, por 
el que se desarrolla la LRISP)
Este real decreto desarrolla los preceptos de la 
LRISP teniendo en cuenta las diferentes aportacio-
nes internacionales surgidas desde su aprobación. 
Así, en el preámbulo se cita el Plan de Acción de 
la Unión Europea sobre Administración Electrónica 
para el período 2011-2015, la Declaración Ministe-
rial de Granada de abril de 2010 y la nueva Agenda 
Digital Europea de mayo de 2010. A su vez, el real 
decreto también se enmarca en el conjunto de me-
didas que constituyen la Estrategia 2011-2015 del 
Plan Avanza2. 
El RDRISP establece una serie de responsabili-
dades en las administraciones a la hora de poner 
a disposición los datos reutilizables, tanto desde 
el punto de vista técnico como desde el admi-
nistrativo. También fija las condiciones de reuti-
lización, de modo que pone a disposición de los 
ciudadanos la información sin condiciones espe-
cíficas, salvo los límites marcados por la propie-
dad intelectual e industrial de terceros. Para ello, 
incluye un anexo con un aviso legal que reco-
mienda usar en las páginas web de la Adminis-
tración General del Estado (AGE).
Por último, tras establecer el marco legal para el 
funcionamiento del Catálogo de Información Públi-
ca, incluido en datos.gob.es, dedica un apartado 
a los aspectos técnicos del proyecto que afectan a 
los requisitos de visibilidad, accesibilidad e intero-
perabilidad. Así, cita la Norma Técnica de Intero-
perabilidad de Reutilización de Recursos de Infor-
mación como de obligado cumplimiento, e insta a 
crear un espacio web de datos abiertos, preferible-
mente en sede.gob.es.
4.2.3. Real Decreto 4/2010 por el que se regu-
la el Esquema Nacional de Interoperabilidad 
en el ámbito de la Administración Electrónica
Fija los criterios y recomendaciones tecnológicas 
básicas para la publicación de información recaba-
da por el sector público, establece el esquema de 
identificadores de recursos uniformes (uri) para 
exponer los datos de forma única, fiable y persis-
tente, determina los metadatos para describir los 
catálogos y sus conjuntos de datos y define la ta-
xonomía común de sectores primarios.
Estos aspectos se han completado con la publi-
cación de la Norma Técnica sobre Interoperabili-
dad de Estándares (Secretaría de Estado de Ad-
ministraciones Públicas, 2012), que los organiza 
“en función de una cadena de interoperabilidad 
formada por los siguientes eslabones: accesibili-
dad multicanal, integrada y segura; infraestruc-
turas y servicios asociados; integración de siste-
mas y servicios; modelos e integración de datos” 
(Pastor, 2014).
5. PORTALES GUBERNAMENTALES, LEY DE 
TRANSPARENCIA Y DATOS ABIERTOS
El Proyecto Aporta se lanza en 2009 para velar por 
el cumplimiento de las recomendaciones emanadas 
de la OCDE en la Declaración de Seúl para el Futuro 
de la Economía en Internet, en la que se señalaba 
como línea maestra la reutilización de la información 
del sector público. Sin duda, es una de las primeras 
iniciativas estatales sobre gobierno abierto. 
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“El proyecto tiene como objetivo facilitar la puesta 
a disposición de los datos elaborados y/o custodia-
dos por las instituciones españoles. De esta forma, 
buscar incentivar la toma de conciencia sobre su 
importancia entre organismos públicos, ciudadanos 
y empresas” (Corojan y Campos, 2011). Para ello, 
organiza conferencias nacionales e internacionales, 
desarrolla actividades de formación y divulga ma-
teriales didácticos sobre la reutilización de la infor-
mación del sector público. También ha creado un 
catálogo de datos. Un informe de la OCDE (2010) 
que analizaba minuciosamente el Plan Avanza, va-
loró muy positivamente el proyecto.
Por otro lado, datos.gob.es es el portal de ca-
rácter nacional que organiza y gestiona el Catálogo 
de Información Pública de la AGE. Está abierto a 
profesionales, empresas, gestores institucionales 
y ciudadanos interesados en general. Se trata de 
los actores y beneficiarios principales de la reuti-
lización de la información del sector público que 
hacen posible el lanzamiento de nuevos modelos 
de negocio, la modernización de las administracio-
nes, la creación de plataformas de transparencia, 
colaboración y participación ciudadanas.
España carecía de una ley que regulara el de-
recho de acceso a la información pública hasta 
la aprobación de la Ley 19/2013 de Transparen-
cia, Acceso a la Información Pública y Buen Go-
bierno. Será preciso esperar todavía un tiempo 
para ver cómo se plasma su funcionamiento. En 
lo que respecta a los datos abiertos, los artículos 
que pueden ser aplicables están estrechamente 
relacionados con el RDRISP y la LRISP ya men-
cionados. En concreto, el artículo 5, entre otras 
cosas, prescribe que la información sujeta a las 
obligaciones de transparencia será publicada 
en sedes electrónicas o páginas web de forma 
estructurada y, preferiblemente, en formatos 
reutilizables. A su vez, el artículo 10 contempla 
la creación de un Portal de la Transparencia, 
dependiente del Ministerio de la Presidencia, que 
incluirá la información cuyo acceso se solicite con 
mayor frecuencia2. En el artículo 11 se establecen 
los principios técnicos de dicho portal, y es ahí don-
de se indica que la información proporcionada sea 
accesible, interoperable conforme al Esquema Na-
cional de Interoperabilidad y reutilizable según la 
LRISP y su normativa de desarrollo.
A pesar de la ausencia de esta ley, según Garriga 
(2013), existe un abanico de diversas iniciativas 
de datos abiertos en marcha en las administracio-
nes españolas, lo que nos sitúa en un buen nivel 
internacionalmente, aunque sería necesario, en la 
mayoría de los casos, que dichos portales incor-
poraran más conjuntos de datos. Por otro lado, a 
cierta dispersión y heterogeneidad se une un in-
suficiente volumen de reutilización efectiva. Cree, 
no obstante, que ese impulso provenía de la Ley 
11/2007 de Acceso Electrónico de los Ciudadanos a 
los Servicios Públicos porque obligó a las adminis-
traciones públicas a modernizar sus procesos téc-
nicos e infraestructuras tecnológicas. Cabe esperar 
que la nueva ley aglutine y dé mayor cobertura a 
todas esas iniciativas. 
Sin embargo, no todos los balances son tan hala-
güeños. Los formatos open data, sin restricciones 
de reutilización aún no se ofrecen por muchas ad-
ministraciones, así como la rendición de cuentas 
sigue ausente de la mayoría de las agendas públi-
cas (Goñi Alegre y Yerro Vela, 2014). Se detectaba 
retraso en la implementación de los compromisos 
adquiridos por el Gobierno en esta materia (Cruz-
Rubio, 2013) y, desde organizaciones de la socie-
dad civil, se demandan avances determinantes y 
mayor apertura de datos relativos, por ejemplo, al 
Registro Mercantil, la contratación pública, las re-
uniones de los cargos públicos, o los currículos de 
los altos cargos (Civio, 2014).
Los contenidos de varios catálogos de datos pre-
sentes en portales como datos.gob.es, open-
data.euskadi.net y gencat.cat, aparentemente 
gozan de buena salud, ya que cuentan con más 
de 12.000 conjuntos de datos registrados. Sin em-
bargo, un ulterior análisis muestra que la mayoría 
de dichos datos no siguen criterios de interopera-
bilidad semántica. En concreto, “sólo unos 150 uti-
lizan algunos de los formatos RDF” (Pastor, 2014). 
Por tanto, desde el punto de vista técnico queda 
aún un largo camino por recorrer. En este senti-
do, Ferrer-Sapena y otros (2011) señalaban como 
buena práctica la ejercida por gencat.cat, al ex-
poner con claridad el tipo de formatos en el que se 
pueden aportar los datos, diferenciando entre los 
libres y los de tipo propietario. 
6. USO DE LICENCIAS PARA LA REUTILIZACIÓN
Tan importante como el cumplimiento de las re-
comendaciones para que los datos sean reutiliza-
bles e interoperables sin cortapisa técnica alguna, 
es el establecimiento de sus condiciones legales 
de uso. Evidentemente, el ideal es que los datos 
sean totalmente accesibles y que su reutilización 
no requiera permisos específicos. Sin embargo, la 
realidad exige ciertas condiciones, sobre todo si los 
datos están afectados por derechos de propiedad 
intelectual. Para ello existen las licencias, que en 
este caso deben ser lo más abiertas posible, dado 
que su objetivo prioritario es establecer un marco 
de actuación que favorezca la mayor difusión y ca-
pacidad de reutilización por parte de los usuarios 
finales. También es recomendable que no prolife-
ren numerosos tipos de licencia, sino que se sim-
plifiquen sus tipologías, como recomienda la Agen-
da Digital Europea (Comisión, 2010).
En la actualidad, dos son las principales alter-
nativas internacionales que impulsan el uso de 
licencias en el contexto de datos e información, 
y que regulan y promueven el libre acceso y uso 
de la información. Se trata de CC y ODC. Las pri-
meras son aplicables tanto a datos como a docu-
mentos de otro tipo, mientras que las segundas 
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únicamente se utilizan en la esfera de los datos. 
La tendencia internacional nos indica que para re-
gular las condiciones de acceso y uso de los datos 
se están utilizando modelos de licencias abiertas, 
basadas principalmente en CC, aunque con va-
riaciones adaptadas a las características propias 
de cada portal de datos y de cada país donde se 
apliquen. Así lo señalan también Ramos Simón 
y otros (2012) en su estudio sobre los portales 
de datos europeos y aportan varios ejemplos: en 
Francia (data.gouv.fr) se aplica una licencia ba-
sada en los estándares ODC-BY y CC-BY 2.0, es 
decir, en la licencia ODC de la Open Knowledge 
Foundation y en la licencia de atribución de CC; 
Grecia (geodata.gov.gr) utiliza la licencia CC-BY 
2.0, aunque para el uso de material por terce-
ros el usuario debe contactar con los propietarios 
de los correspondientes derechos de propiedad 
intelectual; Italia (dati.gov.it) utiliza diversos 
modelos de CC (CC0, CC-BY-NC, CC-BY-NC-ND, 
CC-BY-NC-SA, CC-BY-ND, CC-BY-SA) y también 
apuesta por la utilización libre y gratuita en las 
condiciones definidas en la licencia italiana de da-
tos abiertos (Italian Open Data Licence); Reino 
Unido (data.gov.uk), utiliza una licencia propia 
(Open Government Licence 1.0), que permite co-
piar, modificar y distribuir con y sin ánimo de lucro 
la información facilitada en el portal. 
6.1. Creative Commons 
Hasta finales del siglo XX las cosas parecían es-
tar bastante claras en materia de los derechos de 
autor. El autor creaba y, por el solo hecho de la 
creación, (o en algunos lugares el registro), dis-
ponía de una serie de derechos de carácter exclu-
sivo, con lo que podía disponer de su obra y sacar-
le un rendimiento económico (Barberán, 2010).
De este modo, si alguien quería hacer algo con 
la obra (traducirla, distribuirla, editarla, etc.) tenía 
que pedir la cesión de los derechos al autor. 
Sin embargo, con el advenimiento de las nue-
vas tecnologías digitales, esta concepción gene-
raba graves problemas ya advertidos por Stall-
man (1985) en el mundo del software. Así, para 
combatir la posición dominante de unas pocas 
empresas que entorpecían el crecimiento de la 
ciencia, lideró un movimiento que culminó con 
la creación del sistema operativo GNU (GNU is 
Not Unix) y de una licencia llamada copyleft. Su 
objetivo era permitir el uso y la distribución de 
códigos abiertos a otros usuarios con la condi-
ción de que sobre las modificaciones que hicieran 
aplicasen el mismo tipo de licencia.
Fuera del mundo del software, ha sucedido con 
otras obras de creación intelectual. Hasta ese mo-
mento, el sistema era totalmente proteccionista, de 
modo que garantizaba al autor el derecho exclusivo 
sobre su obra, pero sin matiz alguno. Esta cesión 
de los derechos patrimoniales se hacía (y se sigue 
haciendo en muchos casos) casi siempre en exclu-
sividad a los editores en el caso de monografías o 
artículos científicos, lo que dificultaba enormemente 
la comunicación pública y visualización de la obra. 
Así nace CC. Fue creado en 2001 por Lawrence Les-
sig, exprofesor de Derecho de la Universidad de 
Stanford. A través de una organización sin ánimo 
de lucro que elabora una serie de licencias, ofrece 
a los autores una forma simple y estandarizada de 
otorgar permiso al público en general de compartir 
y usar su trabajo creativo bajo los términos y con-
diciones de su elección (Wikipedia, 2013a). Estas 
licencias no reemplazan a los derechos de autor, 
sino que se apoyan en ellos para permitir modificar 
los términos y condiciones de la licencia de su obra 
de la forma que mejor satisfaga sus necesidades, 
ganando así en control y flexibilidad.
El proyecto CC en España se inició en febrero 
del año 2003, cuando la Universidad de Barcelo-
na decide buscar un sistema para publicar material 
docente siguiendo el ejemplo del Massachusetts 
Institute of Technology. Se decide optar por este 
sistema y se establece un acuerdo de trabajo por el 
cual la universidad lideraría el proyecto de adapta-
ción de las licencias a España en castellano y cata-
lán. Tras adaptarse a la legislación sobre propiedad 
intelectual española, se ponen a disposición de los 
usuarios en octubre de 2004 en las dos lenguas 
mencionadas. En la actualidad, esta misma institu-
ción es la que está afiliada a CC España.
Las licencias CC disponen de cuatro elementos 
básicos:
a) Reconocimiento: la atribución de la autoría es 
un elemento que está siempre presente en to-
das las variedades porque es un principio gene-
ral e inamovible.
b) Uso comercial/no comercial: se permite o no 
comercializar las obras sujetas a la licencia.
c) Sin/con obra derivada: se puede o no realizar 
modificaciones, incluida la traducción.
d) Compartir igual: se obliga a utilizar una licencia 
del mismo tipo (se asimila al copyleft).
La combinación de estos cuatro elementos, en 
función de los intereses que tenga el autor, per-
mite generar una serie de licencias diferentes. En 
España hay seis tipos de licencias CC de carácter 
gratuito dependiendo del grado de protección que 
se desee sobre la obra.
El sistema es muy sencillo. Se apoya en una 
serie de símbolos que representan avisos so-
bre los derechos a los que está sujeta la obra. 
Mediante su combinación se alcanza la licencia 
deseada, existiendo la posibilidad de aplicar un 
código digital, que puede leer una máquina y 
que sirve para que los motores de búsqueda y 
otras aplicaciones identifiquen el trabajo y sus 
condiciones de uso (Barberán, 2010). 
Ya se han presentado las CC 4.0, que suponen una 
actualización de la versión anterior, la 3.0. Entre las 
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mejoras, destaca una que afecta directamente a la 
expansión de su cobertura a las bases de datos, que 
no estaban incluidas en la versión anterior.
6.2. Open Data Commons 
Es una iniciativa creada en 2007 por Jordan Hat-
cher. En 2008, con la colaboración de Charlotte 
Waelde, genera la primera licencia que trata exclu-
sivamente sobre datos abiertos, la Public Domain 
Dedication and License. En el año 2009, Hatcher 
transfirió su proyecto a la Open Knowledge Foun-
dation, que es el que lo gestiona en la actualidad y 
ha seguido desarrollando una serie de instrumen-
tos jurídicos plasmados en licencias para ayudar a 
generar y usar datos abiertos. 
Consta de seis elementos básicos:
a) Reconocimiento: debe reconocer los créditos de 
la obra de la manera especificada por el autor 
o el licenciador.
b) Compartir bajo la misma licencia: si altera o 
transforma esta obra, o genera una obra de-
rivada, solo puede distribuir la obra generada 
bajo una licencia idéntica a esta.
c) Compartir: copiar, distribuir y comunicar públi-
camente la obra.
d) Adaptar: modificar, transformar y construir a 
partir de la obra.
e) Crear: producir trabajos y productos a partir de 
la obra
f) Mantener abierto: si utiliza tecnologías de con-
trol de acceso para la gestión digital de dere-
chos, debe distribuir también una versión sin 
dichas restricciones.
Como sucedía con CC, estos elementos pueden 
combinarse de varias formas, generando diversos 
tipos de licencias ODC.
7. MODALIDADES DE REUTILIZACIÓN EN LA 
NORMATIVA ESPAÑOLA
El artículo 4 de la LRISP, incluido en el Título II, 
referido al régimen jurídico de la reutilización, per-
mite tres modalidades de reutilización, aunque las 
que interesan en este artículo son las dos primeras, 
en cuanto que permiten un uso libre o licenciado: 
a) Reutilización sin sujeción a ningún tipo de con-
diciones. La información puesta a disposición 
de esta manera podrá ser reutilizada sin ningún 
tipo de condición, por lo que no deberá acogerse 
a ningún tipo de licencia. Se establecerán unos 
principios básicos de obligado cumplimiento:
1. Que el contenido de la información no sea 
alterado.
2. Que no se desnaturalice el sentido de la 
información.
3. Que se cite la fuente.
4. Que se mencione la fecha de la última 
actualización.
b) En el caso de que la Administración opte por 
establecer condiciones, recomienda el uso de 
licencias-tipo utilizadas hoy en día en el ámbi-
to de la normativa de propiedad intelectual. El 
RDRISP va un paso más allá y en su artículo 8.3 
establece explícitamente que podrán emplearse 
licencias-tipo existentes, denominadas “libres”, 
siempre que se ajusten a lo establecido en el 
real decreto. Nada se dice sobre licencias CC u 
ODC, pero parece que la alusión es innegable. 
Deben ser procesables electrónicamente y estar 
disponibles en formato digital. También deben 
respetar los siguientes criterios:
1. Que sean claras, justas y transparentes.
2. No restringirán las posibilidades de reutilización.
3. No serán discriminatorias para categorías 
comparables de reutilización.
c) Reutilización de documentos previa solicitud, 
conforme al procedimiento previsto en el artícu-
lo 10 o, en su caso, en la normativa autonómica, 
pudiendo incorporar también en estos supuestos 
condiciones establecidas en una licencia.
7.1. Titularidad de los documentos susceptibles 
de reutilización
La LRISP, en su artículo 3, perteneciente al Título 
I, referido al ámbito de aplicación de la ley, hace 
una diferenciación fundamental respecto a la tipo-
logía documental, que se va a mantener tanto a lo 
largo de esta norma como del RDRISP, donde se 
desarrolla extensamente. Se trata de la titularidad 
de los derechos de propiedad intelectual. Así, dis-
tingue entre dos tipos de documentos:
a) Documentos sujetos a propiedad intelectual o 
industrial por parte de terceros, que quedan ex-
cluidos del alcance de la ley.
b) Documentos sujetos a propiedad intelectual por 
parte de las administraciones y organismos del 
sector público, que sí entran dentro del ámbito 
de aplicación de la ley.
Esta primera división, que orienta el desarrollo 
posterior de la ley, creemos que no es muy acerta-
da, ya que deja fuera de la esfera de la reutilización 
muchos documentos de autor, bien sean personales 
o institucionales ajenos a la Administración, suje-
tos a propiedad intelectual y que, sin embargo, son 
editados por organismos públicos que poseen los 
derechos de explotación cedidos legalmente. Dado 
que la reutilización incluye una serie de modalida-
des como son la copia y difusión, estos documentos 
entrarían de lleno también en el ámbito de la LRISP.
Curiosamente, el RDRISP, que desarrolló la 
LRISP, parece que advierte el olvido previo del le-
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gislador y en su artículo 9 incluye dentro del ám-
bito de la reutilización también los documentos 
sujetos a derechos de propiedad intelectual cuyos 
derechos de explotación hayan sido cedidos por 
parte de sus titulares.
7.2. El aviso legal
Parece evidente que la normativa española con-
sagra dos vías de reutilización: la que exige algún 
tipo de licencia y la que no. Ahora vamos a analizar 
cómo queda regulada la segunda.
El RDRISP incorpora en su Anexo un aviso legal 
que deberá incluirse en la ubicación sede.gob.es/
datosabiertos, y que tiene alcance general para 
todo tipo de documentos de la AGE susceptibles de 
ser reutilizados, siempre y cuando no estén sujetos 
a otro tipo de licencia. Por tanto, es una licencia 
por defecto compatible con la definición de “cono-
cimiento abierto” establecida por la Open Knowled-
ge Foundation (Ramos Simón y otros, 2012). En 
ese aviso se enumeran las modalidades de reutili-
zación, que son las siguientes: copia, difusión, mo-
dificación, adaptación, extracción, reordenación y 
combinación de la información.
A su vez, tanto en el artículo 7 del RDRISP como 
en dicho Anexo también se mencionan las condi-
ciones generales para la reutilización, que son las 
siguientes:
a) No desnaturalizar el sentido de la información.
b) Citar la fuente de los documentos objeto de la 
reutilización.
c) Mencionar la fecha de la última actualización de 
los documentos objeto de la reutilización, siem-
pre cuando estuviera incluida en el documento 
original.
d) No se podrá indicar, insinuar o sugerir que los 
órganos administrativos, organismos o entida-
des del sector público estatal, titulares de la 
información reutilizada, participan, patrocinan 
o apoyan la reutilización que se lleve a cabo 
con ella.
e) Conservar y no alterar ni suprimir los metadatos 
sobre la fecha de actualización y las condiciones 
de reutilización aplicables incluidos, en su caso, 
en el documento puesto a disposición para su 
reutilización por la Administración u organismo 
del sector público.
Curiosamente, desaparece una de las modalida-
des de la LRISP contenida en su artículo 8, en con-
creto la que prohibía que el contenido de la infor-
mación fuera alterado. De nuevo, aquí el legislador 
de 2011 parece corregir al de 2007. Lo realiza con 
buen criterio, ya que el contenido de la información 
puede ser alterado siempre que así se declare y 
esté permitido por las licencias de uso.
Parece deliberadamente ambiguo el verbo “des-
naturalizar” que se utiliza entre las prohibiciones 
de la reutilización documental. ¿Qué entendemos 
por “desnaturalizar”? ¿Es una cuestión de grado? 
¿En qué momento se entiende que un documen-
to se “desnaturaliza”? ¿Quién lo decide? Toda una 
serie de dudas mal resueltas que pueden suscitar 
múltiples problemas en un futuro no muy lejano, 
ya que quedarán supeditadas a la interpretación 
que sobre tales documentos hagan en su momento 
las autoridades designadas por este real decreto 
en virtud de su potestad sancionadora, recogida en 
el artículo 3.3.
Por último, también hay que señalar que se per-
mite el uso comercial y el no comercial de la obra 
o documento derivado. Esta es una de las claves 
de la norma y una de las principales razones para 
justificarla, como ya expresaba con toda claridad 
la Directiva 2003/98/CE: la rentabilidad económica 
emanada de la posible reutilización de los docu-
mentos del sector público.
7.3. ¿Son aplicables las licencias CC a la 
reutilización de la información del sector 
público?
La otra modalidad de reutilización que nos ofrece 
la normativa española es la sujeción a alguna licen-
cia-tipo existente. Aunque hemos advertido que en 
ningún caso se nombra específicamente a ninguna, 
incluidas las CC, sí parece deducirse, sobre todo a 
tenor de lo visto en el RDRISP cuando se refiere al 
modelo ofrecido por las licencias-tipo libres existen-
tes, que están en el ánimo de la norma. Si a eso le 
añadimos la tendencia internacional en la gestión de 
datos abiertos, en la que se va imponiendo su uso, 
es fácil concluir que sí podrían tener cabida en la 
reutilización de los datos ofrecidos por las adminis-
traciones que estén sometidos a algún tipo de pro-
piedad intelectual, sean propios o de terceros que 
hayan cedido sus derechos de explotación.
Se trata de una opción similar a la adoptada, 
por ejemplo, por el Gobierno Vasco para su portal 
opendata.euskadi.net, que emana de un infor-
me jurídico encargado específicamente para este 
asunto (Lurismática Abogados, 2010), en el que 
fija que para aquella información sujeta a derechos 
de propiedad intelectual de la propia Administra-
ción o de terceros, se realice la puesta a disposi-
ción a través de una modalidad licencia-tipo pro-
cesable electrónicamente y disponible en formato 
digital en su vertiente más abierta, para lo que se 
elige explícitamente la licencia CC-BY (licencia CC 
de reconocimiento).
Por tanto, y profundizando en esta idea, las po-
sibilidades tradicionales de explotación y difusión 
de documentos contenidas en la Ley de Propiedad 
Intelectual casan mal con los nuevos requerimien-
tos de flexibilidad, difusión y visibilidad reclamados 
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por el entorno digital en el que nos movemos. Por 
ello, el uso de licencias-tipo CC se adapta mucho 
mejor al contexto de la reutilización de datos, ya 
que la combinación de sus distintas modalidades 
ofrece una gama amplia de posibilidades a los ac-
tores en este proceso de comunicación: producto-
res, distribuidores y consumidores.
En la tabla I puede observarse cómo las distintas 
modalidades CC se adaptan a cada uno de los usos 
definidos en la normativa española de reutilización y 
pueden servir para precisar y acotar el alcance de las 
condiciones fijadas en el aviso legal o para precisar 
los distintos usos de aquellos datos y documentos 
afectados por cuestiones de propiedad intelectual, 
todo de un modo eminentemente abierto y flexible, 
que es el espíritu que debe regir la reutilización de 
datos en España para que cumpla al máximo sus ob-
jetivos democráticos, científicos y económicos.
Tabla I. Equivalencia entre modalidades CC y usos de la normativa española de reutilización
CONCLUSIONES
En este estudio se ha constatado la creciente 
tendencia internacional a la apertura de datos 
generados por las administraciones públicas para 
favorecer la transparencia, el escrutinio público y 
la reutilización, lo que también se manifiesta en 
España. Esto se produce en un contexto de trans-
formación cultural y exigencia ciudadana demo-
crática, lo que supone pasos hacia un nuevo pa-
radigma en el que confluyen y se retroalimentan 
la innovación tecnológica y el cambio social. La 
incidencia de algunas iniciativas realizadas en 
nuestro país, relacionadas con la difusión y reuti-
lización de datos abiertos, parece indicar que so-
mos activos en este terreno, donde alcanzamos 
cierto nivel internacional. Sin embargo, análisis 
ulteriores muestran aspectos que es preciso me-
jorar profundamente para ampliar y consolidar 
los avances, tales como el logro de estándares 
de referencia, el mantenimiento del ritmo en el 
cumplimiento de los compromisos gubernamen-
tales adquiridos, la incorporación de determina-
dos conjuntos de datos relevantes demandados 
por la ciudadanía, el fomento de los proyectos 
colaborativos con la sociedad civil y de las prác-
ticas de reutilización efectiva, o la aplicación de 
criterios de interoperabilidad.
Fuente: elaboración propia.
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En ese camino hacia el afianzamiento de bue-
nas prácticas de apertura de datos públicos, re-
sulta esencial tanto el cumplimiento de las reco-
mendaciones para que los datos sean reutilizables 
e interoperables, sin limitaciones técnicas, como el 
establecimiento de sus condiciones legales de uso, 
donde tiene un papel relevante el empleo de licen-
cias-tipo. Tras analizar el contenido de la normativa 
española -expresada por la LRISP y el RDRISP- que 
afecta directamente al régimen jurídico de la reu-
tilización, se llega a la conclusión de que se adap-
ta a las posibilidades que ofrecen las licencias CC, 
recomendables y propicias para la reutilización de 
datos por parte de diferentes actores sociales. El 
análisis de las distintas opciones existentes que 
promueven el acceso y uso libres de la información 
y la elaboración de una tabla comparativa permi-
ten apreciar su compatibilidad, dado que abarcan 
todas las modalidades de difusión y explotación 
expresadas por la normativa vigente.
La aportación que Farrell (2012) ha recogido del 
Crooked Timber Open Data Seminar, puede indicar 
algunas ventajas en el futuro de los datos abiertos. 
Se trata de una extrapolación del método de tra-
bajo de los científicos al de los gestores públicos. 
Así, los primeros han constatado que para poder 
contrastar de forma robusta y hacer afirmaciones 
verificables necesitan facilitar el acceso cada vez a 
más información que lo avale. ¿Es esto trasladable 
al contexto político para hacer más comprensible 
por parte de los ciudadanos qué motiva la toma de 
decisiones? Si en el mundo científico la procedencia 
del conocimiento y la justificación de los resultados 
se demuestran vitales, en el ámbito político puede 
implicar aportar los razonamientos sobre por qué 
se han tomado determinadas decisiones e incluir 
las pruebas –documentos y datos originarios– que 
se han utilizado para apoyarlas. “Esta es una visión 
idealista de lo que pueden significar los datos abier-
tos: cómo la práctica científica puede proporcionar 
un marco útil para ayudar a los principios del Go-
bierno y ser una guía de la comunicación del mis-
mo y promover la transparencia” (Ferrer-Sapena y 
Sánchez-Pérez, 2013).
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